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Cordial  saludo:

En  cump'imiento  a  lo  ordenado  por  la  H.  Corte  Constituc¡onal  med'iante  sentencia
T-488  del  2014    y  a'  auto  222  del  2016  procede  la  Procuraduría  Genera'  de  la
Nación  a  rendir el  respectivo  informe   en  los  siguientes  términos.  En  pr¡mer   lugar
considera   la   Procuraduría   General   de   la   Nac¡ón   que  es   necesar¡o   real¡zar   un
recuento  del  contexto  y  de  los  antecedentes   que  caracteriza  la  crisis  actual  que
afecta   a   la   institucionalidad   agraria,  y  que     ha   imped¡do  el  cumplimiento  de  las
Órdenes de  la  H.  Corie  Constitucional  en  materia de  la  implementación y ejecución
del  Plan  Nacional  de  Clarificación  y  Recuperación  de  Tierras  Rurales  en  adelante
PNCRTR:

Antecedentes

Mediante   el   Decreto   1300   de   2003,      se   creó   el   lNCODER,   el   cual   absorbió
funciones  de  las  siguientes  entidades:  lNCORA,  lnstituto  Nacional  de  Adecuac¡Ón
de  Tierras   (lNAT),   lNPA  y  el   programa  de   Desarrollo   Rural   lntegrado   (DRl).   El
aludido   decreto   estableció   que   el   lNCODER      tendría   como   función   principal
"e/'ecufar /a  po/,Íí,'ca  de  desarro//o  rura/'  en  el  pa¡s,  tarea  que  difícilmente  podría

cumpl¡rse   al   concentrar   en   una   ent¡dad   débil   las   func¡ones   de   las   ent¡dades
suprimidas,  con  el  agravante  de  la  corrupción  imperante  en  una  ent¡dad  cooptada
por  el   paramilitarismo  en  muchas  regiones  del  país,   heredera  de  'os  v¡cios  del
antiguo    lNCORA,    cuyo    desmonte    facil¡taría    e'    despojo    de    t¡erras    por    vía
administrat¡va,  entre otras por la pérdida de  arch¡vos y documentación  oficial.

La  nueva  institución    (lNCODER)  nació  entonces  sobrecargada  de  funciones,  sin
personal  sufic¡ente  y    muchos  de  sus  func'ionarios  delinquieron  asociados  con  e'
paramilitar¡smo  hasta  el  2010  para  consolidar  el  proceso  de  usurpación  de  t¡erras
mediante  la  legalización  de  despojo  de  estas  a  particulares,  como  la  apropiación
de  baldíos  de  'a  Nación.   El  decreto  1300  de  2003,   estableció  que  el    lNCODER,
conformaria    nueve  oficinas  de  enlace  territor¡al  para  el  ejerc¡cio  de  sus funciones
del  orden territor¡al,  esquema que  no funcionó y se   quiere  replicar   en  la ANT.

E'  lNCORA heredó  al  lNCODER en  el  2003  aproximadamente 50.OOO  expedientes
de  titulac¡ón  de  baldíos,  extinción  de  derecho  de  dominio,  clar¡ficación  y  deslinde
de   la   propiedad,   recuperac¡Ón   de   baldíos   indeb¡damente   ocupados   los   cuales
permanec¡eron   por  más  de  dos   años   engavetados   hasta   que   la   Procuraduría
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Delegada   para Asuntos Amb¡entales y Agrarios   exigió  e'  lNCODER  la  realización
de  un  Plan de Choque que culminó   en e' 2008.

En  eI  2007,    cuando el  despojo  de tierras y el  desp'azamiento forzado  a'canzaron
un   nuevo      pico      (339.773   desp'azados),   y   se   registró   la   c¡fra   más   a'ta   de
desplazam¡ento     étn¡co:     45.630     personas     pertenecientes     a     comunidades
afrocolomb¡anas),   se  aprobó    la  Ley  1152,    "Por  la  cual  se  dictó  el  Estatuto  de
Desarrollo  Rural,  se  reformó el  lNCODER,  y se  d¡ctaron  otras  dispos¡ciones".  Esta
norma   dispuso   la  creación  de   La   Unidad   Nacional  de  Tierras   Rurales  -UNAT-,
entidad  que  asumió    la    competencia  de    continuar  desarro'lando  las  funciones
relac¡onadas  con  la  ejecución  y  trámite  de  los  diferentes  procesos  agrar¡os  que
conocía el  lNCODER, tales como  los proced¡mientos de clarif¡cación de las tierras
desde el  punto de vista de su  propiedad.

La    UNAT   fue   incapaz   de   cumplir   con   su   objeto,   el   de   ser   instrumento   de
plan¡ficación,  adm¡n¡stración  y  dispos¡ción  de  los  predios  rurales  de  propiedad  de
la  nación,  con  el  propósito  de  'ograr  su  aprop¡ada  util¡zación  de  acuerdo  con  la
vocación  y los fines correspondientes.   A la  UNAT le fue asignado   el  conocimiento
de  los  procesos  agrarios  que  ven¡a  atendiendo  el  lNCODER,  con  el  f¡n  de  que  los
culminara  en  el  término  de  dos  años.   Durante  su  cofta    existencia  'os  procesos
agrarios  se  para'izaron.  La  liquidac¡Ón  de  la  UNAT terminó  el  3O  de septiembre  de
2009.

Con  el  Decreto 4902  de  2007  se  modificó  la  estructura del  INCODER  para  cumplir
las  orientac¡ones  de  'a  Ley  1152  de  2OO7,  adelantando  una  reforma  que  buscÓ
ampl¡ar  la  cobertura  regional  al  pasar de    las  g  of¡cinas  de  enlace territorial  (OET)
a  32  ofícinas  departamentales.  Sin  embargo,  esta  estructura  descentralizada  no
fue   reforzada,   ya  que   la   mayoría  de   las  oficinas  territor¡ales   no  contaban   con
suficientes   abogados   de   planta  y  técnicos   como  topógrafos,   situación   que   se
mantuvo durante toda  la  existencia de  lNCODER.

En  vigencia  de  la  Ley  1152  del  2007  se  creó  la  UNAT,  la  Ley  1152  del  2007  fue
declarada  inexequ¡ble  mediante  sentencia  C-175  de  2OO9,  situación    que  reviv¡ó
de  manera  ¡nmediata  la  Ley  160 de  1994.

Mediante el  Decreto  3759 del  3O de  septiembre  de 2009  se  aprobó  la  modificación
de  la  estructura  interna  del  lnstituto  Colombiano de  Desarrollo  Rural -lNCODER-y
se  dictaron  otras  disposiciones,  en  su  artículo 4O  numeral  18,  señaló  dentro  de  'as
funciones   del    lNCODER   la   de:    "Ade/anfar   fos   proced,-rr,,'er,fos      agrar,'os   de
clarificac¡ón,  extinción} recuperación  de  baldíos indebidamente ocupados,  desl¡nde
y reversión".

Mediante     Resolución   No  2140  del  21   de  octubre  de  2009,   se  delegó  en   los
Directores  Territoriales  y  en  la  Subgerenc¡a  de  Tierras  Rurales  del  lNCODER  la
ejecuc¡Ón  de   los   procedimientos  agrarios  de  extinción   del  derecho  de  dominio,
restitución  de  baldíos  indebidamente ocupados,  c'arificación,  desl¡nde y  restitución
de   playones   y   madrese'vas   desecadas,   en   su   artículo   primero   delegó   en   los
Directores   Territor¡ales   d¡ctar   providencias   med¡ante   las   cuales   se   inic¡en   los
proced¡mientos  de  extinción  de  dominio,  c/ar,'f,'cac,-Ór,  de  /a  prop,-edad,  deslinde  o
delim¡tación  de  las  tierras  que fueren  del  domin¡o de  la  Nación,  regulac¡Ón  del  uso
de terrenos  comunales  (sabanas y  playones  comunales),  recuperación  de  baldíos

PROCURADURIA DELEGADA PARA ASUNTOS AMBIENTALES +' ^GRARIOS
Cíirrem  5a  No.    l5  -80   Piso  l4   Teléfo,io:  5878750    Bxt.  l  I401-   Fax.    I  l495



PROCURADUR'A
GENEm DE u NAcm

PROCURADuRIA DELEGADA PARA ASUNTOS AMBIENTALES Y AGRARIOS
indeb¡damente  ocupados y tramitar los procedimientos admin¡strativos  respectivos,
con  observanc¡a de  lo  previsto en  el  Cap¡tulo X de  la  Ley  16O de  1994 y e'  Decreto
1465 de' 2013 en  cuanto a  los  proced¡m'ientos  mencionados.

Como  lo  de{erminó  'a  Procuraduría  Genera'  de  la  Nación  los  procesos  agrarios
fueron     una  de  las  áreas  con  menor  gestión  del   INCODER,   debido  al  escaso
personal y presupuesto para llevar a cabo esa m¡sión.

Los  procesos  agrarios  más  complejos  y con  mayores  d¡ficultades  para  sustanciar
son  los  de deslinde y recuperación  de  baldíos  por cuanto  las territoriales  necesitan
la  aprobación  de  recursos  por  parte  del  nive'  central.  En  ocasiones,   los  pred¡os
son     de    gran     extens¡ón.     Durante    el    año    2O14    se    realizaron    607    actos
admin¡strativos  relacionados  con  procesos agrarios  que  perm¡tieron  la  intervención
de  558.416  hectáreas.  Teniendo  en  cuenta  que  para  octubre  de  2014  la  Direcc¡ón
Técnica    de    Procesos    Agrarios    reportó    que    se    estaban    tramitando    2.902
expedientes  de  procesos  agrarios  a  nivel   nacional,  con   un  área  intervenida  de
aproximadamente  1.063.694  hectáreas,  se  observa  una  baja  gestión,   lo  que  se
ev¡dencia   con   exigua   cifra   de   18   resoluciones  finales   para   un  total   de  73.165
hectáreas y 4  resoluciones de recursos contra resoluciones finales para un total de
1.455  hectáreas

El  22  de    diciembre  de  2014  NCODER    suscr¡b¡Ó  el  contrato  940,  con  Servicios
Postales  Nacionales 472,  por valor de  $3.191  millones,  cuyo  objeto corresponde  a:
Rea'izar  y  actualizar  el  inventario  técnico  y  organ¡zación  documental  integral  que
se    encontraba    fís¡camente    ubicado    en    las    31     direcciones    terr¡toriales    del
lNCODER    para  las  series  documentales  establecidas  en  las  tablas  de  retención
documental,  para  la  recopilación  de  información  ex¡stente y ver¡ficación  del  estado
actual  de' archivo  en  el tema de  baldíos y procesos agrarios a  nivel  nac¡onal.

En  d¡ciembre  del  2015  lNCODER    informó  que  se  encontraban  en  trámite  2.950

procesos  agrarios  a  nivel  nacional,    dentro  de  los  cuales    se  encontraban   1.352
procesos de clar¡f¡cación  de  la propiedad  y   576  de  recuperación.

En   los   dos   primeros   meses  del   año  2015  se  observó     total   ¡nact¡vidad   en   los

procesos  agrarios  en  lNCODER,  debido  a  la falta  de  persona' tanto  a  nivel  central
como  territor¡al,  y  no  se  rea'izaron  visitas  de  topografía  en  conjunto  con  el  lGAC
por cuanto  no se  ha  suscrito  convenio  interadministrat¡vo.

En    agosto    y    septiembre    del    2015           todas    las    territoriales    de    lNCODER
suspendieron    act¡vidades    para   adelantar   inventario    prev¡o   a    la    remisión    de
exped¡entes  hacia  Bogotá.

En   noviembre  se  dio  la  orden  de  remitir  los  expedientes  desde  las  terr¡toriales
hacia  el  nivel  central  de  lNCODER  y  se  les  quitó  las  facultades  a  los  directores
terr¡toriales.
El  7  de  d¡c¡embre  de    2015  mediante    decreto  2365  se  ordenó  la  l¡quidac¡ón  de
lNCODER     ,  y  mediante   el  Decreto 2363  se   creÓ  Ia  agencia  Nacional  de  Tierras
ANT.
El  artículo  3  del  decreto  2365  señaló  que  el  lNCODER  en  liquidación  conservó  su
capac¡dad  para  seguir adelantando  los  procesos  agrarios,  de  titulación  de  baldíos,
de   adecuación   de   tierras   y   riego,   gestión   y   desarrollo   product¡vo,   promoción,
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asuntos   étnicos   y   ordenamiento   productivo   hasta   tanto   entrara      operación   la
Agenc¡a  Nacional  de  T¡erras  y  la  Agencia  de  Desarro'lo  Rura',  lo  cual  debió  haber
ocurrido en  un término no mayor a dos  (2) meses,  contados a partir de  la fecha de
v¡gencia   del   refer¡do     decreto.   El  térm¡no  anterior  fue   ampliado        en   un     mes
contado a partir del 7   de febrero de 2016

Ante   la   suspensión   de   los   procesos   misionales      en   materia   de   tierras   que
adelantaba  lNCODER   y que fueron  asignados a  la ANT,   el g de marzo de 2016  la
Procuraduría  General  de  la  Nación  requirió    al  min¡stro  de  agricu'tura  y  desarrollo
rural,  alertando  sobre  la  crisis  de  la  inst¡tucionalidad   rural,  resaltando  entre  otros
aspectos  e'  retraso  de  la  implementación  de la  sentencia  T 488  de  2014,  ante  lo
cual      el   min¡stro   respondió   que     desde   el   momento   de   la   expedición   de   'os
respect¡vos  actos  administrativos    hasta  el  pleno  funcionamiento  de  la  respect¡va
ent¡dad, este proceso toma en promedio (8) meses.

Sin  embargo  solo  hasta  la  expedición  del   decreto 419  de'  7  de  marzo  de  2016   el
gobierno   estableció  la  planta de  personal  de  la Agencia  Nacional de Tierras ANT
El  26 de  mayo fue  nombrado el director de  la ANT,   y un mes después tan solo se
hab¡an  vinculado  al  secretario  general  y  a    42  func¡onarios  de  la  planta  de  85
aprobados,  que corresponden  a   exfuncionarios de  INCODER.

Poster¡ormente   el    17   de   junio      del   2016   la   ANT   solic¡tó   a   la    Procuraduría
acompañamiento    para  el  proceso  de  entrega.  De  acuerdo  al  director  de  la  ANT
esta está atravesando una  fase de conso'idación.

Si  bien  el  Plan  Nac¡onal  de    Clarificación  y  Recuperación  de  Tierras  Rurales  fue
presentado  por  el  lNCODER  (  en  'iquidac¡ón)    el  12  de  enero  de  2016,  es  claro
que   la   ANT  es   la   entidad   responsab'e  de  su   implementación,   pero,   la   nueva
entidad    a  fecha  del  26  de  jun,o  de  2016  ni  s¡quiera  no  ha  abierto  sus  puertas  a'
públicOi.

Seguimiento a las ordenes em¡tidas en la Sentenc¡a T-488 DEL 2016

Ya   entrando   en   materia   la   Procuraduría   General   de   la   Nac¡ón   respecto   a   las
órdenes  exped¡das  por  la  Honorable  Corte  Constitucional  se  permite  señalar  lo
siguiente.

QUINTO.-  ORDENAR  al  lNCODER,   adoptar  en  el  curso  de  los  dos  (2)   meses
sjgu'Ientes a  la  not¡ficación de esta  providencia, si aún  no lo ha hecho,  un  plan  real
y  concreto,  en  el  cual  puedan  identificarse  las  c¡rcunstanc¡as  de  tiempo,  modo  y
lugar,  en  las cuales habrá de desarrollarse un  proceso nac¡onal de clarificación de
todos  los  bienes  baldíos  de  la  nación  dispuestos  a  lo  largo  y  ancho  del  país.
Cop¡a  del  anterior  plan  de  trabajo  se  enviará  a  la  Procuraduría  General  de  la
Nac¡ón   y   a   la   Contraloría   General   de   la   República   para   que,   dentro   de   sus
competencias  constitucionales  y  legales,  evalúen  los  cronogramas  e  ¡nd¡cadores
de   gest¡ón   med¡ante   un   ¡nforme   que   presentarán   al  juez   de   ¡nstanc¡a,   en   el
transcurso  del  mes  siguiente  a  la  recepc¡ón  del  plan.  De  igual  manera,  la  Sala
Quinta  de  F?evisión  de  la  Corte  Constitucional  y  la  Presidencia  de  la  República
recibirán   copia   del   plan   propuesto   por  el   lNCODER   y   de   los   comentar¡os   y
sugerencias que formulen  los  órganos  de  control`  Una  vez  se  acuerde  y  apruebe
la  versión  definitiva  del  plan  de  trabajo,  a  más  tardar  dentro  de  los  c¡nco  meses
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siguientes  a  la   notificación  de  esta  providencia,   Ia   Procuraduría  General  de  la
Nación   y   la   Contraloría   General   de   la   República   vig¡Iarán   su   cLimpI¡miento   y
desarrollo,    e    informarán    periód¡camente   al   juez   de   instancia   y   a    la    Corte
Constitucional de los avances o correctivos que estimen necesar¡os.

Respecto  a  la  orden quinta el  lNCODER en  'iqu¡dación formuló el  Plan  Nacional de
Clar¡f¡cación    y   recuperac¡Ón   de   t¡erras    rurales,    el    cual   se   desarrolla   en    las
s¡guientes etapas:

1.  Recopilación y Aná'isis de ¡nformac¡Ón secundaria.
2.  Diagnósticos,  rutas juríd¡cas y definición  de metodologías.
3.  Ejecutar p¡lotos en  las zonas def¡nidas  para  Real¡zación  de  lnventario,
Clarificación y  Recuperación  de  Baldíos.
4. Administración de Tierras de  la  Nación.

EI  P'an  contempla  la  implementación  de  un  Plan  Pi'oto,  que  ¡ncluye   adelantar  los

procesos   agrarios   de   clarificac¡ón   mediante   el   método   de   barrido   predial,   que
conlleva anál¡s¡s juríd¡co,  catastral,   agrológico

Se  propone  en  el  PNCRTR   la  contratación  de  personal  calificado,  de  in  grupo  de
trabajo  interd¡sc¡plinario,  habida  cuenta  del  número  reducido  de   la subgerencia de
Tierras  Rurales del  lNCODER.  Se  señala  que  la  ejecución  del  Plan  Piloto  no  debe
afectar  el  cumplimiento  normal  de  las  activ¡dades  de  la  institución,    sin  embargo
considera  la  Procuraduría  General  de  la  Nación  que  tanto  el  PNCRTR    como  el
Plan  Piloto hacen  parte de  la  misión  del  entonces  lNCODER y de  la actual   ANT.

Uno  de  'os  v¡c¡os  detectados  en  el  extinto  lNCODER  era  la  existencia  de  plantas
de  contratistas    externos  que  adelantaban  las  funciones  misionales,  ocasionando
situaciones  de  la  existencia    de  contrato    realidad,  o  de  contratistas  con  var¡os
contratos  s¡n  dedicación  exclusiva     y  poca  productividad  altamente  remunerados,
frente a  los  salarios de funcionarios de planta,  Los contrat¡stas   muchas veces   no
reunían  el  perf¡l  requerido  por falta de estudios y exper¡enc¡a,  acarreando  múltiples
fallas en  los trámites de los expedientes,  hecho que genera demoras.

Estas   contrataciones  ¡rregulares  e  ¡legales   obedecían  muchas veces  al  pago  de
favores    políticos   que   evidenciaban    situaciones   de   tráfico   de    influencias       y
corrupc¡Ón.   (En  el  anál¡sis  realizado    en   diciembre  de  2015  por  la   Procuraduría
General  de  la  Nación    de  'os  perfiles  de  'os  contratistas  vinculados  a  lNCODER
para atender los procesos agrarios se encontró  la vinculación como contratistas de
dos   licenciadas  una  en   presco'ar  y  la  otra  en  educación  básica,  situac¡ón  que
muestra  el  folc'or¡smo  con  el  que  se  real¡zaban  'as  vinculac¡ones  de  contratistas
en  lNCODER)

La  centralización  de  func¡ones  en  lNCODER    y  la  contratación  de  profes¡onales
desde  Bogotá,  como  los  topógrafos,  dilataban  los  procesos y demoraban  'a  toma
de decisiones administrativas.

S¡tuación  simi'ar se puede dar amparado en   la excusa de  las órdenes de  la Corte
Const¡tucional  donde  se   just¡f,ca  la  contratación   de  personal  para  la ejecución  del
PNCRTR.
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Si  bien  el  P'an  de  Clarificación  y  Recuperación  de  Tierras  Rurales  fue  radicado
ante  la  Procuraduría  General  de  la  Nación  e'  23  de  diciembre  de  2O15,      ante  la
supresión de  lNCODER  resultaba  ¡mprocedente e  inef¡caz   hacer la evaluación   de
un  documento que tendría que ser validado por la entidad  que  lo  reemplazaría,  es
decir  la  ANT,   ya  que  la  ¡mplementación  del  Plan  y el  cumpl¡miento  de  sus  metas
depende    de  la  capacidad     de  la  nueva  ¡nstitución   ,  que  hasta  la  fecha  no  ha
entrado a funcionar,  ya que  lNCODER en  l¡quidación  no ha culminado el  empalme,

y  toda la documentación se encuentra arch¡vada.

Así  bien,   no  se  puede considerar que  el  Plan  de  recuperación   elaborado  por     la
USAID   e   lNCODER      pensado      para   ser   implementado   por   una   entidad   hoy
suprimida,    pueda  ser  ejecutado  por  la ANT  que  se  muestra  como  un  organ¡smo
que   ha   nacido  debil¡tado,     sin   gran   capacidad   operat¡va.   La  evaluación   de   los
cronogramas  e  indicadores   de  gestión   del  P'an  de  recuperación  debe  real¡zarse
con  base  en  la  capac¡dad  de  la  UNAT  de  ejecutar  el  Plan,  el  cual  no    ha  sido
aprobado en  su  versión  definitiva,  ya que  la ent¡dad  responsable no  ha empezado
a funcionar.

Por  las   razones   anotadas   la   Procuraduría   se  abstuvo     de   rendir  los   informes
contemplados   en   la   orden   qu¡nta   de   la   T-488,   a   la   espera   de   que   la   nueva
¡nst¡tucional¡dad  asum¡era  sus  funciones,  pero  ante  la  falta  de  celeridad  de  este
proceso y dada  'a conculcación de derechos fundamentales ante  la omisión de  las
autoridades     de   la   inst¡tucionalidad   pública  agraria,  falta  de  ce'er¡dad,   e   incluso
negligencia        que    conlleva    la    parálisis    de    los    procedim¡entos    agrarios    que
adelantaba  lNCODER,  se  advierte  a  la  H.  Corte  Const¡tucional  sobre  la  ex¡stencia
de  un  estado  de cosas  ¡nconst¡tucional en  el sector agrar¡o que se evidenc¡a  por la
parálisis    que  afecta   a  la  institucionalidad    pública  agraria    ante  el  incumplimiento
de  los  objet¡vos   constituciona'es y  legales de  garantía  de  derechos  a  la  población
rural.

En  cuanto  a  la orden octava de la T-488 del 2014   que señala  :

OCTAVO.-ORDENAR  al  lNCODER  que  adelante,  con  fundamento  en  el  ¡nforme
presentado en  el  numeral  anterior,  Ios  procedim¡entos de  recuperac¡ón  de  baldíos
a  los que  haya  lugar.  Dentro de  los cinco  (5)  meses  sigu¡entes  a  la  recepc¡ón  del
precitado  documento,  el  lNCODER  deberá  informar a  la  Procuraduría  General  de
la  Nac¡ón  y  a  la  Contraloría  General  de  la  Repúbl¡ca  los  avances  en  esta  orden,
especificando, por lo menos, el (¡)  número de procesos iniciados,  (i¡) fase en la que
se encuentran y (i¡¡)  cronograma de  actuaciones a ejecutar.  Cop¡a de este  informe
se enviará a la Sala Quinta de Revisión de la Corte Const¡tucional.

La   orden   octava      se   refiere   exclusivamente     a   los   baldíos      que   hayan   s¡do
adjudicados  vía  sentenc¡a  de  pertenencia.  Sin  embargo  como  se  ha  señalado  'a
institucional¡dad   agraria   se   encuentra   paralizada.   No   se   ha   adelantado   ningún

procedim¡ento  de  recuperación  de  baldíos  los  cuales  se  encuentran  suspendidos
desde    noviembre    del    2015    cuando    el    nivel    central    de    lNCODER    le    quitÓ
facultades  a  los  directores territoriales  y  dio  la  orden  de  rem¡tir  los  expedientes   al
nivel central,  donde se encuentran archivados en cajas con grave riesgo de que se
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repita  las situaciones que se dieron   cuando desapareció en  lNCORA en el  2003  ,
y   con  la  entrada  en  vigencia  de  la  Ley  1152  del  2007   y  su  poster¡or  declaratoria
de    inexequibilidad,    momentos    en    los    cuales    se    presentaron    pérdidas    de
expedientes.

Como   resultado   de   la   parálisis   de   la   institucionalidad   del   sector   agrar¡o       n¡
lNCODER  en  liquidación,  y  mucho  menos  'a  ANT  han  remitido  un  ¡nforme  sobre
actuaciones   relac¡onadas   con   recuperación   de   baldíos   salvo   e'   reporte  de   10
casos    en    los    cuales    se    han    interpuesto   tutelas    contra    las    sentencias    de
pertenenc¡a.

lNCODER  señala  que    avanzó  con  la  colaboración  de  la  UPRA    en  el  cruce  de
información,  l'egando  a  la  conclusión  de  que  ex¡sten  dos  variables  importantes  en
'os precitados informes, falsas tradiciones y/o folios con declaraciones de mejoras,
cruces que pretenden establecer si de acuerdo a 'as bases de datos ex¡stentes en
el   lNCODER,   existen   procedimientos   agrarios   en   curso   y  que   se   encuentren
adjudicados  por declaración de pertenencia por vía  ordinar¡a.

De  acuerdo  a  lNCODER  el  resultado  arrojó  un  total  de  10  procedimientos  agrarios
en  curso y que tenían     una  sentencia de  declaración  de  pertenencia.,  frente a  los
cuales    iniciaron    las  acciones  de  tute'a  respectivas  contra  las  sentencias  por  'a
cuales  se  declaran  por  pertenenc¡a,  predios  que  posiblemente  pud¡esen  ser  de
carácter  baldío,  toda vez que  no  demuestran  un  título  originario de'  Estado que  no
haya  perdido  su  eficacia  legal  o  los  títulos  debidamente  inscr¡tos  otorgados  con
anterior¡dad  a  la  vigenc¡a  de  la  Ley  160  de  1994,  en  que  consten  trad¡c¡ones  de
dom¡nio   por   un   lapso   no   menor   del   término   que   señalan   las   leyes   para   'a
prescripción  extraord¡naria,  y  se  propuso  como  plan  piloto  para  e'  desarrollo  de
esta  actividad,  el  departamento  de  Casanare,  por  presentar  grandes  extens¡ones
de terreno  a  personas  particulares  por   18  procesos de  pertenencia  sobre  predios
que tienen  la precar¡edad  registral  requerida por la  Ley  160 de  1994.

Pero    si    bien    se    detectaron    10    procedim¡entos    agrarios    con    sentencia    de
pertenenc¡a,   frente   a   los   cuales   se   interpusieron   tutelas      no   se   ha   rea'izado
ninguna  actividad   para   la   recuperac¡Ón       de   los  26.929   predios  presuntamente
baldíos,    identificados   por   la   Superintendencia   de   Notariado   y   Registro      que
corresponden  a  un  área  de  1.202.366.16  hectáreas,  adjudicados  por  sentencias
de  pertenencia.

El  lNCODER  señaló  que  a  part¡r de  la  exped¡ción  de  'a  Sentencia  T-488  de  2014
por  la  Corte  Constitucional,  el  lnstituto venía   s¡endo vinculado  en  los  procesos  de
pertenencia   en   virtud   de   los   cuales   los   pahiculares   pretenden   la   titulación   de
bienes   por   prescr¡pción   adquis¡tiva   de   domin¡o,   en   muchos   de   los   casos   se
presentan frete  a  predios  baldíos   para   adelantar  la  defensa  de  tales  b¡enes  que
son del  Estado.

Frente  a  las  sentenc¡as  desfavorables  profer¡das  por  los  despachos judiciales  en
procesos  de  pertenencia  se  instauraron  acciones  de  tutela,   por  vías  de  hecho,
obteniendo en  algunos casos la  revocatoria del fallo de pertenencia y recuperando
para  el  estado   la  titular¡dad  de  los  bienes  baldíos.   Sin  embargo,   a   partir  de   la
sentencias   TC1776-2016   proferida   por   la   Sala   de   Casación   Civil   de   la   Corte
Suprema     de     Justicia,      con      rad¡cado      15001-22-13-000-2015-00413-01,      los
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despachos judiciales  han  venido  emit¡endo fallos  desfavorab'es,  soportados  en  los
argumentos  allí  esgrimidos,    en  los  que  se  hace  una  interpretac¡Ón  errada  de  los
alcances   del   fallo    profer¡do   por   la   Corte   Constitucional    (sentencia   T-   488),

('NCODER  en  Liquidación    ,  lnforme  de  l¡qu¡dac¡Ón   fecha  de  corte  7  de  mayo  del
2016).

Ante  esta  situación  es  necesar¡o  que  la  H  Corte  Constitucional  ac'are  a  los jueces
de  la  República  el  alcance  de  la  T-488  en  fallos  de  revisión  que  se  pronuncien
sobre  las  sentencias de  la  Corte  Suprema  de Just¡cia  que  se  aparta  abiertamente
de  la  sentencia   referida     y  recogen   la  vetusta    tesis     de  la   plena  vigenc¡a  del
art¡culo  l  de  la  Ley 200 de  1936 que señala que  :

"Se  presume  que  no  son  baldíos,  s¡no de  propiedad  pr¡vada,  Ios fundos  poseídos

por  particulares,   entendiéndose  que  dicha   poses¡ón  cons¡ste  en   la  explotación
económica  del  suelo  por  medio  de  hechos  positivos  propios  de  dueño,  como  las
plantaciones    o    sementeras,    la    ocupac¡ón    con    ganados    y    otros    de    igual
significac¡ón económ¡ca."

Finalmente  se  presenta  el  informe  sobre  las     actuaciones  de  la     Procuradur¡a
General  de  la  Nación   en  cumplimiento  de  la  orden  décima  de  la  citada T-488  que
estableció:

"DECIMA   Ordenar  a   la   Procuraduría   General   de   la   Nac¡Ón   y   a   la   Contraloría

General    de    la    República    hacer   seguimiento,    dentro   de   sus   competencjas
const¡tucionales    y    legales,    a    las    órdenes    anter¡ores    así    como    evaluar   su
cumplimiento y desarrollo.(...)"

Al  respecto cabe señalar que la  Procuraduría  Delegada  para Asuntos Amb¡entales
y   Agrarios       expid¡Ó    el    memorando    OO2    de    enero    del    2015    dirigido    a    los
Procuradores       Judiciales   Ambientales   y   Agrarios   de   todo   el   país,    en   cuyo
cumplimiento   se   han   realizado   las  siguientes  acciones,   dentro  del   seguimiento
efectuado  a  las  sentencias  proferidas  por  los  Juzgados  Civi'es  del  Circuitoi   en
procesos de perienenc¡a contra personas indeterminadas:

1.   Se  ha  requerido  a  los jueces  del  Circuito  de   la  República   para  que  tengan
presente  en  los  procesos  de  declarac¡ón  de  pertenencia  lo  señalado  por  la
H.  Corte  Constitucional   en  la   Sentencia T-488 de 2014.

2.    Se   ha   realizado   la   interposic¡Ón  de  recursos  de   reposición     solicitando  la
vinculación    de     lNCODER    al    proceso    como    litisconsorc¡o    necesario,

pet¡ciones que  han  s¡do acog¡das por los jueces de manera inmediata.
3.    Se    ha    real¡zado    la    interposición    de    recursos   de    apelación    por   fallos

notificados    en    primera    instancia    en    procesos    de    pertenencia    contra
personas  ¡ndeterminadas.

4.   Se  encontró  igualmente  que  muchos juzgados    civiles  del  circu¡to  no  están
notificando  las  sentencias  lo  que  ha  impedido  la  intervención  del  Ministerio
Público  en  segunda  ¡nstancia  ante  los  Tribunales  Super¡ores,  por  lo  que  se
ha   solicitado  la  notif¡cación  de  primera  instancia.

5.   Se   han   sustentado     recursos  de  apelación     de  sentencias  favorables  a
demandantes contra  indeterm¡nados.
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6.   Se  ha  interven¡do  como  Ministerio  Público    conceptuado    en  acciones  de
tutela  por falta de vinculación  al  proceso   del  lNCODER.

7.   Se   ha   requer¡do   a   las   Of¡cinas   de   lnstrumentos   Públicos   con   el   fin   de
solic¡tar las  suspensiones del  registro  solicitudes que  han  sido  acatadas  por
esa ent¡dad.

Conclusiones

La  ANT  no  ha  iniciado  funciones     lo  que  t¡ene  paralizados  todos    'os  procesos
misionales     incluyendo     la     ejecución     del     Plan     nacional     de     clarificación     y
recuperación  de tierras  rurales.

La  ANT    tampoco     se   ha  pronunc¡ado  sobre  el   referido  Plan  de  clarificación  y
recuperación    de  tierras  agrarias  el  cual   fue   elaborado  por  una  ent¡dad  que  fue
suprimida,  y  que  no  ha  hecho  empalme  con  la  nueva  entidad,  por tal  motívo  es
improcedente evaluar e¡ documento que plantea metas a largo plazo de  11  años.

La  Superintendencia de  Notariado y  registro   d¡o  cumplim¡ento  a  lo ordenado  en  'a
sentenc¡a  ,  es  así  como  se depuró  la  información  solic¡tada  a  las  193  Of¡cinas  de
Registro de  lnstrumentos  Públicos y   se obtuvo  como  resultado  un total de 65.445
folios    de    matrícula    ¡nmobiliaria    de     los    cuales    48.605    son     rurales.         La
Superintendenc¡a  determinó   que   los   Jueces  de  la  Repúbl¡ca  han  adjudicado   a
través  de  sentenc¡as  de  pertenencia  26.929  predios  presuntamente  baldíos,  que
corresponden a un área de  1.202.366.16 hectáreas

Sin   embargo   a   'a  fecha   no   se   cuenta  con   un   ¡nventar¡o  de   baldíos,     el   cual
depende  de  la  implementación  de'     catastro  multipropósito  actualizado,  ordenado
por 'a  Ley  1753 del  g de jun¡o del 2015   Plan  de Desarrollo  Nacional

Ariículo  104.  Catastro  mult¡propósito.  Se  promoverá  la  implementación  del
catastro  nacional  con  enfoque  multipropósito,  entendido  como  aquel  que
dispone   ¡nformación   predial   para   contribuir   a   la   seguridad  jurídica   del
derecho  de  prop¡edad  inmueble,  al  fortalecimiento  de  los fiscos  locales,  al
ordenamiento territorial y la  planeación soc¡al y económ¡ca.
EI   Gob¡erno   nacional,   a  través  del   lnstituto  Geográf¡co  Agustín   Codazz¡
(lGAC)  con  el  apoyo  de  los  catastros  descentralizados,  podrá  realizar  las
act¡v¡dades   necesarias   para   la   formac-ión   y   actualización   catastral   de
manera  gradual e  integral,  con fines adicionales a  los f¡scales señalados en
la  Ley  14 de  1983,  Iogrando plena coherencia entre el catastro y el registro,
med¡ante levantamientos por barrido y predial mas¡vo,  en  los mun¡cipios y/o
zonas    prior¡zadas    con    el    Departamento    Administrativo    Nacional    de
Estadística,   eI   Departamento   Nac¡onal   de   Planeación,   el   M¡n-Isterio   de
Agricultura   y   Desarrollo   Rural   y   el   Ministerio   de   Amb¡ente   y   Desarrollo
stostenible, -conforme con la metodología definida para el efecto.
Parágrafo.   EI   Gobierno   nacional   reglamentará   la   ¡mplementac¡ón   de   un
S¡stema  Nacional de Gestión de Tierras  (SNGT),  cuya base  la const¡tu¡rá  la
información  del  catastro  multipropósito,  del  reg¡stro  públ¡co de  la  propiedad
y del ordenamiento territor¡al.
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La   recuperac¡Ón   26.929   predios  que   corresponden   a   un   área   de   1.202.366.16
hectáreas  identificados como presuntos baldía adjudicada mediante sentencias de
pertenencia    supone    una   tarea    imposible   de   cumplir   por   parte    de    la    débil
instítucional¡dad  agraria  ex¡stente.

Como ejemplo de  la  incapac¡dad  de  la  inst¡tucional¡dad  agraria  para administrar los
bienes baldíos   se trae a colación  el  caso de' predio  EI  Porvenir,  cuya   área     hace
parte   de   las   más        de   un   m¡llón   de   hectáreas     que   patrocinador  de   grupos
paramil¡tares   VÍctor Carranza,  acumulÓ,  producto tanto  del  despojo  a víctimas  del
confl¡cto  como de aprop¡ación  ilegal de baldíos de  la  nación.

El  predio  El  porvenir situado  en  Puerto  Ga¡tán   que  comprende   27.000  hectáreas
que  en  1992   fueron  adjudicadas  por  lNCORA    mediante    27   títulos    de  manera
irregular     y  fueron     revocadas  en   2014.   Actualmente   e'   predio  que   recobró   'a
naturaleza  de  baldío,  y  como  tal  debe  ser  administrado  por  la  ANT  si  bien  fue
entregado formalmente por 'os fam¡liares del señor VÍctor Carranza   la mayor parte
se    encuentra    ocupado    por    sus    empleados    que    adelantan    activ¡dades    de
agroindustria  y  ganadería  a  gran  escala,  y  otra  parte  se  encuentra  afectada  por
una  ocupación  desordenada  de  población  desplazada,  indígenas  y  avivatos  que
quieren  aprovecharse del caos  ¡nstitucional que afecta  al sector agrar¡o.

Este   caso   muestra   como   la   carenc¡a   de   funciones   policivas   por   parte   de   la
autoridad  de  tierras,  hace  que  su  ejercic¡o  m¡sional  se  quede  en  el  papel,  como
convidado  de  piedra  y  rey de  burlas frente     a  la  apropiación  ilegal  de  los   baldíos
prop¡edad  de  la  Nac¡Ón.

EI   PNCRTR      no   se   ajusta   a      la   realidad   de   la   nueva   institucionalidad.   Está

proyectado  para  una  entidad  que  fue  suprim¡da  y  reemplazada  en  cuanto  a  las
func¡ones  específ¡cas de  baldíos   a  una  entidad  que  no  ha  entrado  a  func¡onar,  ni
siquiera  se  han  asumido  las  funciones  de  representación jud¡c¡al  en  procesos  de
pertenencia   que actualmente cursan en el pais.

Se  requiere  ¡gua'mente   la  unificación  de   'a jurisprudencia  en  mater¡a  de  baldíos.
Todas  las  tutelas    ¡nterpuesta  por  lNCODER  se  cayeron    al  acoger  'os jueces  la
sentencia  de  'a  CSJ.    Dos  situaciones  imp¡den  la  implementación:  La  inexistencia
material   de   una   entídad   que   asuma   la   implementación   del   PNCRTR,   y      la
oposición  de  los  jueces  que  adelantan  procesos  de  pertenencia    desconoc¡endo
abiertamente   la T 488   apoyándose en la sentencia   de la CSJ.

La  Procuraduría  General  de  la  Nac¡Ón  ha  manifestado  su  preocupac¡ón  sobre   las
posibilidades  reales  que  la  ANT      tiene  para  asum¡r  la  gran  responsabilidad  no
solamente  del  manejo  del  PNCRTR      como  máxima  autoridad  de  tierras  habida
cuenta  que  la  planta  de  personal  creada    parece  insuficiente    85  profes¡onales
bajo  las  denom¡naciones  de  gestores  y  anal¡stas.    Es  de  anotar  que  lNCODER
contaba  con   un  equ¡po  de      funcionarios    de  planta  y    46  contratistas  en   njvel
central dedicados al trámite de procesos agrarios incluyendo titulación  de baldíos.

Con  el  diseño  previsto  para  la  estructura  de  la ANT se  corre  e'  riesgo  de  repetir  la
situación   que se vivió con  el  ant¡guo  lNCODER y las  Of¡c¡nas de  Enlace Territorial
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en  su  momento  que  fueron  ¡ncapaces  de    gestionar  los  procesos  agrarios  a  su
CargO.

Como  lo  señala  la  Corte  Const¡tuc¡onal  en  el  auto  222    no  es  posible    adelantar
ejerc¡c¡os de evaluación   idone¡dad  y pert¡nenc¡a de'  plazo estipulado de  11  años si
no   se   cuenta   con   información   sobre   costos,   formas   de   f¡nanciación,   tiempo,
personal,  tecnología,  responsables y esfuerzos ¡nstitucionales.

Cordialmente,

CC  Presidencia de  la Repúb'ica
M¡nisterio  de Agricultura
Agencia  Nacional de T¡erras
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